CONTEXTO EN CHIAPAS Y MÉXICO

POR EL CUAL SE REALIZA LA GIRA EN EUROPA

El Frente Nacional de Lucha por el Socialismo (FNLS) en lo general y algunos de sus integrantes en particular, han sido víctimas de un hostigamiento sistemático por parte del Estado Mexicano y en fechas recientes también objeto de una campaña mediática que pretende vincularles con grupos armados revolucionarios y con actividades propias de la llamada delincuencia organizada; campaña instrumentada principalmente por el gobierno de Chiapas. Por lo tanto se teme no sólo el encarcelamiento injusto y tortura de al menos 6 personas del FNLS, sino igualmente su asesinato o desaparición forzada.
Esta situación comenzó desde el momento en que se anunció públicamente la futura conformación del FNLS, acentuándose después durante la lucha de la Asamblea Popular de los Pueblos de Oaxaca (APPO) en 2006, a través de ciertos medios de comunicación y de “rumores” que extrañamente se multiplicaban. A partir de julio de 2007, en que como FNLS reivindicamos la presentación con vida de todos los desaparecidos por el régimen, incluyendo especialmente a dos militantes del Ejército Popular Revolucionario (EPR) desaparecidos el 25 de mayo anterior, ese tipo de señalamientos se intensificaron.

Entre agosto y septiembre de 2007 recibimos amenazas hacia el FNLS a través de nuestro correo electrónico de Chiapas, en las que de modo velado se nos relacionaba con dichos desaparecidos del EPR y con un operativo militar de carácter intimidatorio efectuado el 28 de agosto de 2007 contra la Organización Campesina Emiliano Zapata (OCEZ-Región Carranza); misma que ha sido señalada sin ningún fundamento de pertenecer aquél grupo armado.

Hacia fines de 2007 una integrante del Comité de Familiares de Desaparecidos “Hasta Encontrarlos”, Nadín Reyes Maldonado, hija de uno de esos desaparecidos del EPR, se acercó a nosotros para solicitar apoyo con el fin de realizar una gira de denuncia por Europa. Dado que como FNLS habíamos estado exigiendo la presentación con vida de su padre al igual que de otras personas desaparecidas por el régimen, y dentro de nuestros principios está solidarizarnos con las víctimas de ése crimen de lesa humanidad, accedimos a tal petición. Al percatarnos de que Nadín era muy joven y no tenía ningún tipo de experiencia política, nombramos a nuestra compañera Yolanda Castro Apreza del estado de Chiapas, para que la acompañara debido a su amplia experiencia en este tipo de giras internacionales.

La gira se realizó durante noviembre y diciembre de 2007. Entre el 14 y 18 de éste último mes, comunidades indígenas de Ocosingo pertenecientes al FNLS sufrieron los sobrevuelos constantes de una avioneta al parecer civil. El 23 de diciembre en una de ésas comunidades llamada El Carrizal, arribó sorpresivamente en helicóptero un funcionario de la Secretaría de Gobierno de Chiapas, acompañado desde tierra por 10 camiones de la Policía Estatal y 5 del Ejército Federal. Su pretexto fue que iban a concertar una cita para atender el conflicto agrario que existe en el lugar; sin embargo es claro que se trató de un mensaje intimidatorio. Por su parte nuestra compañera Yolanda Castro, luego de volver a Chiapas, fue víctima de un hostigamiento permanente por parte de sujetos vestidos de civil que la seguían por las calles y se colocaban afuera de su domicilio.

En diferentes sesiones del diálogo sostenido desde mediados de 2007 para buscar solución a dicho conflicto agrario, la comisión de la parte contraria nos ha acusado de ser “guerrilleros del EPR” y que los “comandantes” son nuestros compañeros Daniel Alfonso Luna Alcántara, Ramiro Sántiz López y Carlos López Gómez. Cabe recalcar que ésa parte contraria pertenece a la Organización Regional de Cafeticultores de Ocosingo (ORCAO), la cual tiene fuertes vínculos con el gobierno estatal y ha sido reiteradamente acusada por el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) desde 2001, y por la OCEZ-FNLS desde 2005, de ser un grupo paramilitar al servicio del Estado.

El 17 de mayo de 2008 fue “bloqueado-intervenido-cancelado” el correo electrónico del FNLS (coor_organiz@yahoo.com.mx) en el cual estábamos recabando firmas de adhesión a un cartel que reclamaba la presentación con vida de los desaparecidos por el régimen. El siguiente viernes 23 dimos conferencias de prensa simultáneas en varios estados del país, para anunciar la campaña de pega de dicho cartel por todo el país. Un par de horas antes y después de la conferencia que correspondió a Chiapas, dos comunidades del FNLS en Ocosingo fueron hostigadas con sobrevuelos rasantes de un helicóptero militar artillado. Denunciamos públicamente esta amenaza el día 26, y dos horas después se reanudaron los sobrevuelos militares en ambas comunidades y en otra más. Finalmente el 29 de mayo un convoy de nueve camiones del Ejército Federal y tres camionetas de la Policía Estatal Preventiva intentó allanar las comunidades de El Carrizal y Río Florido, ambas del FNLS.

El 1 de junio de 2008 en el estado de Michoacán, fallece en un sospechoso accidente automovilístico nuestro compañero Leonel Calderón Villegas, miembro de la Coordinación Nacional del FNLS; mientras otros integrantes de la organización quedan heridos. El siguiente 12 de junio, también en Michoacán, es desaparecido durante 15 días un compañero del FNLS llamado Moisés Molina Rodríguez, quien durante su secuestro fue sometido a brutales torturas en un lugar donde se escuchaba un ambiente tipo militar. El 18 de aquél mes, en el mismo sitio, sujetos vestidos de civil intentaron secuestrar al compañero José Reyes Aguilar; al no lograrlo le dispararon con arma de alto calibre en una pierna que posteriormente tuvo que amputársele. El 4 de julio de 2008, de nuevo en ése lugar, es desaparecido por 17 horas el compañero Avenicio Reyna Cruz, quien fue severamente torturado.

El 10 de noviembre de 2008 dimos una conferencia de prensa en San Cristóbal de Las Casas, Chiapas, para denunciar que el gobierno mexicano había otorgado unas 50 concesiones mineras a empresas transnacionales, sin informar a la población afectada y violando leyes agrarias, ambientales y de salud pública. Esta denuncia tuvo un fuerte impacto en los medios de comunicación. Dos días más tarde son allanados los domicilios de Yolanda Castro Apreza y Jaime González González, quienes encabezaron dicha conferencia de prensa. En esos actos sustrajeron de sus hogares información escrita y electrónica.
El 9 de diciembre de 2008 tres sujetos vestidos de civil abordaron a una artesana indígena llamada María Collazo Collazo, que trabaja en el mismo sitio que nuestra compañera Yolanda Castro. Trataron de interrogarla sobre las actividades que realiza ésta compañera del FNLS (de quien llevaban una fotografía) y al no conseguirlo le ofrecieron a la artesana $4,000 para que les diera la información que pedían.
A finales de enero de 2009, en el marco de un conflicto agrario en Santa Fe la Laguna, Michoacán, un periódico local señaló a nuestros compañeros del FNLS de estar formando una célula del EPR en el lugar. Ese mismo mes se incrementa en Chiapas el seguimiento permanente de nuestra compañera Yolanda Castro, lo cual la obliga a cambiar su domicilio a un sitio más seguro.

También en enero de 2009 comienzan patrullajes militares constantes en comunidades indígenas del FNLS en los estados de Veracruz e Hidalgo. Esta situación se intensificó los días previos al Tercer Encuentro Nacional de Mujeres Socialistas, organizado por el FNLS los días 7 y 8 de marzo en la comunidad de Doroteo Arango, Veracruz. Posteriormente algunos medios de comunicación locales difundieron versiones incriminatorias hacia el FNLS, en el sentido de que a dicho evento habían acudido comandantes del EPR.

Abril de 2009 marca el inicio de un plan de represión generalizada en Chiapas, que comienza con detenciones arbitrarias de indígenas del Movimiento Campesino Regional Independiente (MOCRI-CNPA-MN), la Alianza Popular de Trinitaria, La Otra Campaña y el EZLN. El común denominador es que a todos los detenidos se les montaba de inmediato una campaña de criminalización en los medios por parte del gobierno estatal, sin esperar el resultado de las investigaciones judiciales, vinculándolos con todo tipo de delitos.

Después de las protestas civiles del 1 de mayo, en que como FNLS marchamos en la capital de Chiapas, del 2 al 4 de mayo de 2009 fue permanentemente vigilada día y noche la casa de nuestro compañero Daniel Luna Alcántara en San Cristóbal de Las Casas, por patrullas de la Policía Municipal; situación que se prolongaría de manera más espaciada hasta el 7 de junio.

A mediados de mayo de 2009 tuvimos conocimiento de un documento firmado por el Subsecretario de Gobierno de Chiapas, Nemesio Ponce, en el cual giraba instrucciones al titular de la Fiscalía Especial de Asuntos Relevantes, Lic. Huber Coello Torres, para que éste a su vez ordenara a todos los Ministerios Públicos de Chiapas y delegaciones de la Fiscalía General de Justicia, que reunieran toda la información y averiguaciones previas de una docena de personas con el fin de vincularlas a “células de grupos armados”. Dentro de ésas personas se encontraban Yolanda Castro y Daniel Luna del FNLS, además de algunos miembros de la OCEZ-Región Carranza.

Esta situación fue denunciada por nosotros ante diversos organismos defensores de los derechos humanos en Chiapas y la ciudad de México; logrando, entre otras cosas importantes, que la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos en México enviara al gobierno de Chiapas una “Solicitud de Información” sobre este caso. Por otro lado, el 9 de julio de 2009 se emite una Acción Urgente firmada por más de 200 organizaciones, colectivos y personas tanto nacionales como internacionales, donde repudian esta persecución en contra de Yolanda Castro y Daniel Luna, al tiempo que avalan su larga y reconocida trayectoria civil, pacífica y abierta en defensa de los derechos humanos en general (incluidos los DESCA’s), y de los derechos de las mujeres y los pueblos indígenas en particular.

Lo anterior, junto con gestiones hechas por el Centro de Derechos Humanos Fray Bartolomé de Las Casas (CDHFBC) y por su presidente, el Obispo Emérito Samuel Ruiz García, hizo que el gobierno estatal rectificara de momento su posición: la “Fiscalía Especializada en la Protección de los Organismos No Gubernamentales para la Defensa de los Derechos Humanos” abrió una Averiguación Previa por los actos de hostigamiento denunciados en dicha Acción Urgente, a la vez que ofreció medidas precautorias para Yolanda Castro y Daniel Luna; las cuales no aceptamos ya que consistían en ponerles vigilancia permanente, lo cual precisamente exigíamos que cesara. Por su lado el Subsecretario de Gobierno, Nemesio Ponce, accedió a entrevistarse con éstos dos compañeros nuestros, en presencia del director del CDHFBC; encuentro en el que dicho funcionario se comprometió a entregar la semana siguiente un documento firmado por el gobernador de Chiapas, donde quedara asentado que su gobierno no tenía ninguna intención de ejercer acciones judiciales contra nuestros dos compañeros, ni tenía solicitudes de instancias federales para colaborar en ése sentido. Este compromiso jamás fue cumplido.

En relación al conflicto agrario que tiene el FNLS en la comunidad El Carrizal, municipio de Ocosingo, la Subsecretaría de Operación Regional Zona Selva, dependiente de la Secretaría de Gobierno de Chiapas, emitió el 5 de agosto de 2009 su “informe” número SG-SORS/345/09. Dicho documento está plagado de mentiras y señalamientos dolosos contra el FNLS, acusándolo en todo momento de radical, de cometer acciones violentas, de desplazar a indígenas de otra organización, de no estar dispuesto a resolver el problema por la vía negociada, de no asistir a sesiones de diálogo, de haber cometido una larga serie de delitos y muchas otras falsedades. Todo ello es bastante fácil de desmentir a través de documentos oficiales firmados y sellados por instancias gubernamentales estatales y federales, así como con minutas de acuerdo de las distintas sesiones de negociación y con notas periodísticas.
Sin embargo de ése “informe” llaman la atención tres aspectos: 1) la intención de criminalizar al FNLS, llegando al grado de cambiarle el nombre por el de “Frente de Liberación Nacional”, que es un término con clara connotación de vía armada; 2) que asevera que la posición radical de éste se debe a sus dirigentes, Daniel Luna Alcántara y Ramiro Sántiz López; 3) que a la organización del FNLS involucrada en este conflicto (que es la OCEZ-FNLS), la llama “OCEZ-Carranza”: que es precisamente la que al mes siguiente se convertirá en el objetivo central de la represión del Estado y en el centro de una copiosa campaña mediática de criminalización.
El 12 de agosto de 2009, como un claro mensaje político de impunidad para todos los paramilitares y sicarios al servicio del Estado, la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) otorgó libertad a 20 paramilitares que en diciembre de 1997 perpetraron la Mascare de Acteal (45 personas asesinadas, la mayoría mujeres y niños), quienes han sido plenamente identificados por las víctimas sobrevivientes. De igual modo el 4 de noviembre la SCJN dictaría libertad a otros 9 paramilitares.

El 17 de agosto de 2009 es detenido arbitrariamente el señor Mariano Abarca Roblero, quien había encabezado el movimiento social anti-minero en el municipio de Chicomuselo, Chiapas. Se le acusaba de ocasionar daños económicos a la transnacional minera Blackfire por bloquearle el paso en la carretera. El 25 de agosto es liberado, gracias a una gran campaña de denuncia nacional e internacional emprendida por la Red Mexicana de Afectados por la Minera (REMA), en un contexto en que el 28 y 29 de agosto, precisamente en ése municipio de Chicomuselo, estaba convocado el Segundo Encuentro Chiapaneco de la REMA con participación de organizaciones nacionales e internacionales.
Durante junio, julio y agosto de 2009 el Centro de Derechos Humanos Fray Bartolomé de Las Casas (CDHFBC) denunció “actos de hostigamiento, vigilancia, amenaza, difamación y calumnia” hacia algunos de sus integrantes; particularmente a su presidente el Obispo Samuel Ruiz García y a su director Diego Cadenas Gordillo. El 18 de septiembre de 2009 uno de sus abogados, Ricardo Lagunes Gasca, sufrió un ataque violento en la comunidad de Jotolá, municipio de Chilón, Chiapas, mientras un indígena adherente de La Otra Campaña que lo acompañaba resultó herido de bala. Este atentado corrió a cargo de paramilitares de la Organización para la Defensa de los Derechos Indígenas y Campesinos (OPDDIC), que desde hace años goza de total impunidad.
Por su parte también desde la segunda mitad de este año, el actual Obispo de San Cristóbal de Las Casas, Felipe Arizmendi Aguilar, había empezado a denunciar públicamente hostigamiento y acusaciones falsas de que algunos sacerdotes de su Diócesis estaban involucrados con presuntas acciones armadas.
El 26 de septiembre de 2009 a las 20:00 horas, un sujeto vestido de negro y con el rostro cubierto por una capucha, cometió un atentado incendiario en el centro de trabajo de nuestra compañera Yolanda Castro. El hecho de hacerlo en un sitio donde el daño sería mínimo, a una hora en que las estudiantes del FNLS que ahí se alojan pudieran apagarlo fácilmente, y procurando que éstas lo vieran claramente con dicho atuendo, es señal de que el objetivo no era quemar el sitio, sino enviar un mensaje intimidatorio para Yolanda Castro y el FNLS.

El 28 de septiembre de 2009 en un comunicado oficial, el gobernador Juan Sabines señala sin fundamento alguno que “hay quienes quieren aprovechar el movimiento anti-minero para convocar a la violencia”; agregando que su gobierno ya los tiene bien identificados y que “lo que buscan es el tráfico de armas”. Es notorio que quienes nos encontramos detrás del movimiento anti-minero en Chiapas somos principalmente el FNLS, el grupo que encabeza el señor Mariano Abarca en Chicomuselo (detenido en agosto y como se explicará más adelante, asesinado en noviembre), adherentes a La Otra Campaña de la comunidad de Cruzton en Venustiano Carranza, y algunas ONG’s y sacerdotes solidarios.
Esta “acusación” criminalizante sería utilizada poco después como pretexto por el Ejército Federal, para militarizar intensivamente la Sierra Madre de Chiapas: región donde se asienta la mayor parte de las concesiones mineras otorgadas por el gobierno mexicano a empresas transnacionales. A partir de entonces los soldados han montado retenes en caminos y carreteras, además de efectuar cateos arbitrarios en los hogares, diciendo que se trata de un operativo contra el tráfico de armas; sin embargo lo que hacen en realidad es interrogar a las personas sobre la organización en que participan ellas o sus vecinos, haciendo especial hincapié en averiguar quiénes están dentro del FNLS.
El 30 de septiembre de 2009, es detenido a manera de secuestro el dirigente de la OCEZ-Región Carranza, José Manuel Hernández Martínez (Don Chema). Compañeros suyos que intentaron auxiliarlo al momento, fueron víctimas de un atentado por parte de agentes del Estado, falleciendo dos de ellos (Jordán López Aguilar y Bayardo Hernández de la Cruz) y quedando paralítico José Santos López Aguilar.

A pesar de que los presuntos delitos por los cuales detuvieron a Don Chema eran relacionados con el despojo de un predio, los interrogatorios que le hicieron se centraron en hostigarlo con preguntas sobre sus supuestas relaciones con el EPR, el EZLN, el FNLS, con nuestra compañera Yolanda Castro, con el párroco de Venustiano Carranza de nombre Jesús Landín, con el director del CDHFBC y su presidente el Obispo Samuel Ruiz. Por otra parte los boletines de prensa del gobierno de Chiapas se volcaron a fabricarle una “imagen criminal”, señalándolo lo mismo como comandante del EPR que como integrante de la banda delictiva y narcotraficante conocida como “Los Zetas”; además de imputarle delitos como el tráfico de armas, vinculándolo con un supuesto “arsenal” incautado en aquellos días.

Un compañero del FNLS que es abogado penalista, llamado Marcos López Pérez, asumió solidariamente la defensa legal de Don Chema; a partir de lo cual ha tenido un seguimiento permanente así como la intervención de su teléfono celular (acto de espionaje que se detecta por un fuerte eco que se escucha en la comunicación). Después de la detención de Don Chema, los días 2, 3 y 4 de octubre de 2009 el domicilio de nuestro compañero Daniel Luna comenzó a ser hostigado nuevamente día y noche por patrullas de la Policía Municipal y carros civiles; en tanto que su teléfono celular también comenzó a ser intervenido, al igual que el de Yolanda Castro, Luis Abarca y Jaime González, todos del FNLS.
El 9 de octubre de 2009 policías estatales y federales tienden una trampa para detener al campesino Ramiro López Matías, miembro del FNLS que encabeza la lucha en el ejido Carrizal, municipio de Motozintla, contra la minera transnacional Linear Gold Corp. A pesar de no haber terminado siquiera sus estudios primarios, lo acusaban de “fabricación de billetes falsos”. Gracias a la pronta actuación de un abogado solidario y a la movilización de la organización, pudo salir libre a los dos días. Durante las gestiones para lograr su libertad, el comandante Tomás Luna Hernández, de la Policía Especializada en Delincuencia Organizada de la Procuraduría General de la República (PGR), advirtió a nuestros compañeros que pronto ejecutarían órdenes de aprehensión en contra de miembros del FNLS. Cabe destacar que desde hace más de un año hemos denunciando que, en ése mismo ejido Carrizal, otro de los campesinos que encabezan dicha lucha ha sido amenazado de muerte: Elpidio Díaz Roblero.
A partir del 12 de octubre de 2009 varias decenas de integrantes de la OCEZ–Región Carranza instalaron un plantón indefinido frente a la catedral de San Cristóbal de Las Casas, para exigir la liberación de su líder moral, Don Chema. Este acto fue apoyado solidariamente por nosotros como FNLS, junto con otras organizaciones y personas. El Estado dio una primera respuesta a esto el 18 de octubre, con el traslado ilegal de Don Chema hasta un penal federal de alta seguridad ubicado en el estado de Nayarit, a más de dos mil kilómetros de distancia. Su segunda respuesta la dio el 24 de octubre con la detención arbitraria y posterior tortura de otros dos dirigentes de la OCEZ - Región Carranza: Roselio de la Cruz González y José Manuel de la Torre Hernández. Esto fue acompañado de otra campaña masiva de criminalización en medios, donde se acusaba a éstos de pertenecer a una banda criminal llamada “Los Pelones”, de traficar con drogas, armas e indocumentados, así como haber asesinado a varios policías. 
La brutal tortura aplicada a Roselio de la Cruz y José Manuel de la Torre, así como el traslado ilegal de Don Chema, merecieron una llamada de atención de Amnistía Internacional al gobierno mexicano.
El 30 de octubre de 2009, ante la inminencia de más detenciones en su contra, la OCEZ-Región Carranza toma la decisión de que sus 18 miembros más perseguidos se refugien dentro de las oficinas del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) en San Cristóbal de Las Casas; acto que a la vez era una exigencia de liberación de sus tres dirigentes encarcelados. El gobierno estatal responde con un torrente de comunicados de prensa plagados con mentiras e infundios, donde entre otras muchas cosas afirmaba estar negociando con la OCEZ-Carranza, y que quienes se mantienen intransigentemente tomando las oficinas del PNUD éramos gente del FNLS; lo cual era falso y se demostró ante los medios de comunicación. Igualmente asegura haber firmado acuerdos con los hijos de Don Chema, y ellos mismos lo desmintieron en ruedas de prensa.
La campaña difamatoria y manipuladora de los hechos prosiguió por parte del gobierno estatal a través de inserciones pagadas en una gran cantidad de medios de comunicación estatales y nacionales, los cuales afirman basarse en informes e investigaciones oficiales. Esto llegó a grados extremos a partir del 9 de noviembre de 2009, donde sólo como un ejemplo, el periódico Reforma de cobertura nacional publica en su primera plana y en la sección “Estados” tres notas en que, refiriéndose a la OCEZ-Región Carranza y al FNLS, hace señalamientos como: “se le vincula con el aseguramiento de un arsenal”; “La investigación oficial señala a Hernández Martínez como dirigente del EPR en Chiapas y de tener vínculos con ‘Los Zetas’ ”; “usar la organización social para distribuir armas y drogas”; o que “ese acto terrorista habría sido orquestado por dirigentes de la Organización Campesina Emiliano Zapata (OCEZ) y del denominado Frente Nacional de Lucha por el Socialismo (FNLS)”. 
En esto cabe destacar dos aspectos importantes. Por un lado ha habido medios honestos que se limitan a dar la información de manera objetiva, e incluso algunos han cuestionado su veracidad o la califican de calumniosa. Y por otro lado, en toda esta criminalización mediática finalmente fue quedando claro que ésta campaña difamatoria es parte indivisible de al menos otras dos muy similares, que paralelamente se venían orquestando: una contra Diego Cadenas Gordillo y el Obispo Emérito Samuel Ruiz García, director y presidente del CDHFBC respectivamente; y la otra contra sacerdotes de la Diócesis de San Cristóbal de Las Casas, como Jesús Landín García y Eleazar Juárez, párrocos de Venustiano Carranza y Chicomuselo.
Lo anterior es de gran relevancia, pues cada espacio por su parte (FNLS y OCEZ-Región Venustiano Carranza; CDHBFC; y Diócesis de San Cristóbal) veníamos denunciando exactamente lo mismo desde meses atrás: que se nos estaba hostigando, persiguiendo y espiando telefónicamente; y que se nos pretendía vincular de manera infundiosa con actividades armadas u organizaciones revolucionarias. Esto finalmente ha quedado demostrado al obtener nosotros, a través de algunos medios de comunicación, copia de los supuestos “informes de inteligencia” del Estado que habían servido de base para esas tres campañas paralelas de criminalización. Dichos “informes”, que como FNLS acabamos de hacer públicos en conferencia de prensa celebrada en San Cristóbal de Las Casas, Chiapas, el pasado 10 de diciembre de 2009, nos vinculan a dichas personas y organizaciones, junto con algunas otras, en la organización de un supuesto levantamiento armado para el próximo año 2010.
A partir del 10 de noviembre de 2009 se intensifica el hostigamiento y vigilancia por parte de policías y sujetos vestidos de civil, hacia nuestro compañero Jaime González González: miembro del FNLS que encabeza la lucha anti-minera en los municipios de Motozintla, Mazapa de Madero, Bejucal de Ocampo, Amatenango de la Frontera, Siltepec y Bellavista, en la Sierra Madre de Chiapas.
El 18 de noviembre de 2009 se presentaron al lugar de trabajo de nuestra compañera Yolanda Castro tres elementos de la Policía Estatal, preguntando insistentemente por ella. Dijeron que su visita se debía a la denuncia que se había hecho por el atentado incendiario del 26 de septiembre pasado. Se les contestó que la compañera estaba fuera de Chiapas y entonces se dispusieron de forma prepotente a tomar fotografías de todo el lugar.
El 24 de noviembre de 2009, gracias a la presión política que significaron las movilizaciones, denuncias, acciones urgentes y el refugio de 18 personas dentro de las instalaciones del PNUD en Chiapas, al fin fueron puestos en libertad los tres dirigentes de la OCEZ-Región Carranza que se encontraban injustamente presos. El propio gobierno estatal pagó la fianza correspondiente. Esto demuestra que era completamente falsa la larga lista de delitos sumamente graves que les habían fabricado.
El 27 de noviembre de 2009 es asesinado a balazos, enfrente de su domicilio en Chicomuselo, el señor Mariano Abarca Roblero: campesino que encabezaba la lucha anti-minera en ése municipio, motivo por el cual ya había sido detenido arbitrariamente el pasado 17 de agosto. En este cobarde crimen resultó herido de gravedad su compañero de lucha, el señor Orlando Vázquez. Cabe destacar que días antes, Mariano Abarca había interpuesto una demanda penal por amenazas de muerte en contra de ejecutivos de la empresa minera Blakfire.
CONCLUSIONES.

Es sintomático que todas las personas y organizaciones que desde mediados de 2009 hemos sido blanco de la represión y las campañas criminalizantes del gobierno de Chiapas, y que aparecemos en los citados “informes de inteligencia” como orquestadores de un supuesto “levantamiento armado”, de uno u otro modo somos las cabezas visibles de una legítima y justa lucha en contra de las transnacionales mineras que representan una grave amenaza para nuestra salud pública, para la sana preservación de nuestras fuentes de agua, para la supervivencia de nuestros ecosistemas y para conservación de nuestras tierras.
La OCEZ-Región Carranza reivindica la vigencia de la lucha por la tierra a que tienen derecho los indígenas y campesinos, en un lugar donde la intención oficial y empresarial es despójaselas para entregarlas al capital minero transnacional. El párroco de ése municipio, Jesús Landín García, ha acompañado a los indígenas de Cruzton en su justa lucha contra la explotación minera en sus tierras.

Mariano Abarca Roblero encabezó valientemente la lucha del pueblo de Chicomuselo contra este flagelo. El párroco del municipio, Eleazar Juárez, se ha comprometido en acompañar esta demanda.

En el FNLS, además de nuestra lucha en Chiapas contra las mineras transnacionales y en otros estados del país por la defensa de la tierra, constituimos una permanente molestia para el gobierno federal debido a la indeclinable denuncia que hemos hecho y haremos de los crímenes de lesa humanidad cometidos por el Estado, como lo son las desapariciones forzadas de luchadores sociales.
El CDHBFC ha sido un espacio que nos ha bridado su ayuda incondicional, que ha defendido el derecho que tenemos todos los antes mencionados a enarbolar nuestras justas luchas. Y particularmente ha acompañado el proceso de resistencia de los indígenas de Cruzton contra la minería.

Tomando en cuenta la criminalización, detención, tortura y asesinato padecido por unos u otros de quienes arriba se mencionan, existen suficientes elementos para asegurar que al menos seis integrantes del FNLS en Chiapas (Yolanda Castro Apreza, Marcos López Pérez, Luis Alonso Abarca González, Jaime González González, Ramiro Sántiz López y Daniel Alfonso Luna Alcántara) corremos el riesgo inminente de ser detenidos injustamente y torturados, o bien ser asesinados o desaparecidos.
Diciembre de 2009.
